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Radicación Nro. 

:
66001-31-05-003-2008-01252-01

Proceso


:
ORDINARIO LABORAL 

Demandante

:
ANTONIO ZULUAGA GARZÓN

Demandado

:
INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES 

Juzgado de Origen
: 
Tercero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda)

Providencia

: 
SENTENCIA DE 2ª INSTANCIA
Tema                              : 
La norma aplicable para el reconocimiento de la pensión de invalidez, en la vigente al momento de estructurarse la pérdida de la capacidad laboral, pero ello no es óbice para que se dé aplicación al principio de la Condición más Beneficiosa y conforme a él, se reconozca el derecho con base en una normatividad anterior.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0091

AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los treinta (30) días del mes de septiembre del año dos mil nueve (2009), siendo las cuatro y treinta de la tarde (04:30 p.m.) fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, excepto el Magistrado Hernán Mejía quien se declaró impedido para conocer de todos los procesos donde sea parte el Instituto de Seguros Sociales y se le aceptó,  en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por el señor ANTONIO ZULUAGA GARZÓN en contra del INSTITUTOS DE SEGUROS SOCIALES. 

En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:
Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el 12 de junio de 2009 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.

I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Que se condene al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES a reconocer y pagar en favor del señor ANTONIO ZULUAGA GARZÓN la pensión de invalidez a partir del 6 de marzo de 2007, con las mesadas adicionales de junio y diciembre. Los incrementos legales, los intereses moratorios y las costas del proceso. 

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

El accionante a través de representante judicial, manifiesta que nació el 16 de noviembre de 1949; que cotizó para los riesgos de vejez, invalidez y muerte al Instituto de Seguros Sociales de manera discontinua entre el 11 de enero de 1969 y el 9 de febrero de 1977; que al momento de entrar en vigencia la Ley 100 de 1993 acreditaba 330.5714 semanas cotizadas. Que padece de “Enfermedad de Parkinson” y que fue calificado por Junta de Calificación de Invalidez de Risaralda con invalidez de origen común el 19 de agosto de 2008, con una pérdida de capacidad laboral de 75.40% cuya fecha de estructuración es el 6 de marzo de  2007; que la valoración realizada por la Junta de calificación fue sufragada con sus propios recursos.

Manifiesta el demandante que la pensión por invalidez, debe ser reconocida con fundamento en los Artículos 6 y 25 del Decreto 758 de 1990, en aplicación del principio de la condición más beneficiosa contemplado en el Artículo 53 de la Constitución Política. 

II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que admite en su mayoría los hechos formulados en la demanda y aduce que la norma aplicable en el caso del demandante, es la Ley 860 de 2003, vigente al momento de estructurar su estado de invalidez. Se opuso a todas las pretensiones de la demanda y excepcionó “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DEMANDADA”, “IMPROCEDENCIA DE LOS INTERESES DE MORA” y “PRESCRIPCIÓN”. 

III. LA SENTENCIA APELADA

Clausurado el debate probatorio, la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de censura en la que resolvió negar todas las pretensiones de la demanda impetrada por el señor ANTONIO ZULUAGA GARCÍA en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES y condenarlo en costas a favor de la entidad demandada.

Para arribar a la anterior determinación, expresó que de acuerdo con la fecha de estructuración del estado de invalidez del actor calendada el día 6 de marzo de 2007,  la norma aplicable es la contenida en la Ley 860 de diciembre de 2003, la cual exige que el afiliado tenga una pérdida de capacidad laboral superior al 50%, una fidelidad al sistema del 20% y haber cotizado 50 semanas en los tres años anteriores al momento de estructurar su invalidez, requisito que de conformidad con la historia laboral allegada por la entidad no cumple el demandante, porque su última cotización fue reportada el 9 de febrero de 1977 y no reporta ningún aporte en los 3 años anteriores a la estructuración de su invalidez. Por otra parte, manifiesta que no es posible el reconocimiento de la prestación reclamada en virtud del principio de la condición más beneficiosa “porque no se está en presencia del conflicto surgido por la variación de condiciones que introdujo el artículo 46 original de la Ley 100 de 1993 y el Acuerdo 049 de 1990” y tampoco se está frente a un derecho adquirido.
V. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido la parte demandante  presentó recurso de apelación contra la decisión de primer grado aduciendo que “negarle el derecho a quien cumplió, con el sistema de seguridad bajo un régimen como el establecido en el Decreto 758 de 1990, para su protección y la de su familia, es desconocer el principio de progresividad, constituyendo un retroceso en la protección alcanzada por legislaciones anteriores”  y que de acuerdo con el Artículo 31 de la Ley 100 de 1993, las disposiciones para los riesgos de vejez invalidez y muerte pueden seguir aplicándose con la excepciones, modificaciones y adiciones establecidas en la Ley.

VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

De los hechos que soportan la demanda, las pruebas que obran en el proceso y los fundamentos de la apelación, se desprende que el (los) problema(s) jurídico(s)  por resolver es (son) el (los) siguiente(s):

a. ¿Cuál es la norma legal que rige la situación particular del actor, si éste logró o no consolidar los requisitos legales exigidos para acceder a la pensión de invalidez deprecada, o en caso contrario es procedente, en aplicación de la condición más beneficiosa reconocerle tal beneficio en virtud de la normatividad anterior?
Es indudable que la normatividad aplicable para el reconocimiento de la pensión de invalidez es la que se encuentre vigente al momento de la estructuración del hecho incapacitante, sin embargo, cuando bajo esas disposiciones no se alcanza a cumplir todos los requisitos para obtener la gracia pensional, esa regla general cede para dar aplicación al principio de la Condición más Beneficiosa, que no es otra cosa que aplicar las disposiciones anteriores para conceder la pensión.

La fecha de estructuración de la invalidez en el presente caso se estableció que era 06 de marzo de 2007  (fl. 16),  por lo tanto, la legislación aplicable para el reconocimiento de la pensión deprecada, es la consagrada en la Ley 100 de 1993, pero con las modificaciones introducidas por la Ley 860 de 2003, que en el artículo 1° establece los siguientes requisitos para acceder a la pensión de invalidez:

“ARTÍCULO 1° Tendrá derecho a la pensión de invalidez el afiliado al sistema que conforme a lo dispuesto en el artículo anterior sea declarado inválido y acredite las siguientes condiciones:

1. Invalidez causada por enfermedad: Que haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración y su fidelidad de cotización para con el sistema sea al menos del veinte por ciento (20%) del tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió veinte (20) años de edad y la fecha de la primera calificación del estado de invalidez.

(…)”.

Resulta indiscutible que el actor fue calificado con una pérdida de capacidad laboral de 75.40%, con fecha de estructuración el 06 de marzo de 2.007, tal como consta en el dictamen emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda (fl. 16 vto.), por lo que el primer requisito se encuentra plenamente cumplido, como efectivamente se declaró en primera instancia.


Ahora, en lo relacionado con las semanas de cotización debe manifestarse que de acuerdo a la historia laboral obrante dentro del proceso, que fuera adosada con la demanda (fls. 13 y s.s.) y no fuera reprochada por la entidad demandada, se colige que el actor, antes de estructurarse el estado de invalidez, efectuó su último pago al sistema de seguridad social en pensiones en el mes de febrero de 1977 (fl. 13), por lo tanto si desde el 06 marzo de 2007 –fecha de estructuración de la invalidez- contamos tres años hacia atrás, nos remitiríamos al 06 de marzo de 2004, lapso dentro del cual por obvias razones no reporta ni una sola semana de cotización, incumpliendo con este requisito, por lo que se torna innecesario realizar disquisiciones acerca del cumplimiento del requisito de fidelidad al sistema –aclarando que el mismo fue retirado del ordenamiento jurídico mediante sentencia C-428/09
-.
De acuerdo con lo anterior, en aplicación de la ley vigente al momento de la estructuración de la invalidez (Ley 860 de 2003), el actor no tendría derecho al reconocimiento del derecho pensional por invalidez. Sin embargo, como ya se indicó, se ha establecido por vía jurisprudencial el principio de la Condición más Beneficiosa, que consiste en que al momento de presentarse un cambio de legislación, debe aplicarse la norma que le favorezca o que le permita acceder a algún derecho.
Sin embargo, esa reiterada posición de la Corte Suprema de Justicia, que fue adoptada en innumerables asuntos por esta Sala de Decisión, ha tenido un considerable  cambio a efectos de su aplicación, a raíz de lo expuesto en la sentencia del 02 de septiembre de 2008, con radicación 32.765, que en lo pertinente se transcribe:  

“Por lo demás, no hay lugar a la aplicación de la condición más beneficiosa cuando la persona que se invalida en vigencia del artículo 1° de la Ley 860 de 2003 no cumple los requisitos previstos en esa normatividad, pero sí las 26 semanas del artículo 39 de la Ley 100 de 1993 en su redacción original. 

En efecto, el principio de la condición más beneficiosa en materia pensional ha tenido extensa aplicación por parte de la jurisprudencia, respecto a aquellas personas que habiendo cumplido con un nivel elevado de cotizaciones antes de la entrada en vigencia del Sistema General de Pensiones, (150 semanas de cotización dentro de los 6 años anteriores a la fecha del estado de invalidez, ó 300 semanas en cualquier época con anterioridad a ese estado) tal como lo determinaba el artículo 6° del Acuerdo 049 de 1990 del I.S.S., no cumplían con las 26 semanas para el momento de la invalidez o de la muerte exigidas por la Ley 100 de 1993, pero en razón a que se consideró que la nueva legislación traía una exigencia menor en número de cotizaciones respecto de la legislación anterior. 

Sin embargo, esta no es la situación que surge en el evento de la Ley 860 de 2003 frente al artículo 39 original de la Ley 100 de 1993, por cuanto esta última exigía niveles de densidad de cotizaciones bajos en relación con los más exigentes pretendidos por el legislador en la nueva disposición”
(negrillas para destacar).

Ese extracto jurisprudencial permite concluir que la aplicación del Principio de la Condición más Beneficiosa es procedente cuando se trata de aplicar normas que hacen parte de diferentes sistemas de seguridad social, más no de normas que hagan parte de un mismo régimen pensional, es decir, que es procedente cuando se busca la aplicación por ejemplo del Acuerdo 049 de 1990, en reemplazo del texto original de la ley 100 de 1993, o de la misma con las modificaciones introducidas (Ley 797 y 860 de 2003), porque una y otra hacen parte de diferentes sistemas de seguridad social, no ocurriendo lo mismo cuando se busca la aplicación del texto original de la Ley 100 de 1993 frente a lo dispuesto por las leyes 797 y 860 de 2003, porque estas sí hacen parte del mismo régimen de seguridad social, que nació a la vida jurídica desde el 01 de abril de 1994, cuando entró en vigencia la Ley 100 de 1993.

Este tema ya ha sido objeto de análisis por esta Sala de Decisión, en los siguientes términos:

“Se restringe entonces la aplicación del principio de la condición más beneficiosa, al cambio de sistema general de seguridad social presentado entre el Acuerdo 049 de 1990 y la Ley 100 de 1993, por presentar este último régimen un promedio de exigencia, en cuanto a cotizaciones, más bajo que el primero, tornándose en este caso, en un exabrupto la no concesión de una pensión cuando se habían cotizado un número mucho mayor a las exigidas, pero en un período distinto al exigido por la Ley.
(…) 
Así las cosas, el principio de la condición más beneficiosa frente a las prestaciones económicas de invalidez y sobrevivencia, continúa siendo aplicable en aquellos casos en los que en vigencia del Acuerdo 049 de 1990, se cotizaron más de 300 semanas en toda la vida laboral o 150 semanas en los 6 años anteriores al 1º de abril de 1994 y 150 en las 6 anualidades que prosiguieron a dicha fecha
 y el hecho incapacitante o el deceso, se presentó en vigencia del sistema pensional
 contenido en la Ley 100 de 1993, porque en todo caso, las exigencias actuales son inferiores a las establecidas en aquel Acuerdo y resultaría altamente lesivo conceder prestaciones a quienes hayan aportado 26 ó 50 semanas en un período determinado y no a quienes hicieron cotizaciones al sistema pensional en cuantía superior a las 300 semanas”.
 (subrayas para resaltar).


Como ya se vio, el señor Zuluaga Garzón no cumple con los requisitos previstos en la Ley 860 de 2003 para acceder al reconocimiento de la pensión de invalidez, por lo que es procedente verificar si lo hace con el Acuerdo 049 de 1990, aprobado mediante Decreto 758 de ese mismo año, en aplicación como se indicó, del Principio de la Condición más Beneficiosa.

En efecto, el Acuerdo 049 de 1990, exigía los siguientes requisitos:

“ARTÍCULO 6°. REQUISITOS DE LA PENSIÓN DE INVALIDEZ. Tendrán derecho a la pensión de invalidez de origen común, las personas que reúnan las siguientes condiciones:

a) Ser inválido permanente total o inválido permanente absoluto o gran inválido y,

b) Haber cotizado para el Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte, ciento cincuenta (150) semanas dentro de los seis (6) años anteriores a la fecha del estado de invalidez, o trescientas (300) semanas, en cualquier época, con anterioridad al estado de invalidez”.


Se tiene que el actor bajo esta normatividad, debe cumplir no sólo con la condición de invalido, sino también con un número de semanas de cotización.


De suerte que podemos afirmar que habiendo sido el actor declarado inválido según el dictamen de la Junta de Calificación de Invalidez en un 75.40%, misma que se estructuró el 06 de marzo de 2007 (fl.16), y que, si bien no cumple con el presupuesto de semanas cotizadas de que trata el artículo 1° de la Ley 860 de 2003, sí cumplió con los presupuestos del artículo 6º del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de 1990, pues antes de que perdiera vigencia dicha norma, esto es, antes del 01 de abril de 1994, cuando entró a regir la nueva ley de seguridad social, completó más de 300 semanas en cualquier época, tal y como lo exigía la norma anterior a ella, es decir, el Acuerdo 049 de 1990.

Sería injusto, entonces, que el actor no obtuviera su pensión si con suficiencia había cotizado el número de semanas requerido para obtener la prestación al momento de entrar en vigencia la nueva ley.
5. De los intereses moratorios:


 Se encuentra probado que el actor realizó la reclamación administrativa de su derecho pensional el 10 de octubre de 2008 (fl. 8), teniendo que las administradoras de fondos de pensiones cuentan con el término de 4 meses para el reconocimiento y pago de las prestaciones contados a partir de la fecha de la reclamación administrativa, dicho término caducó el 10 de febrero de 2009 (fl. 17)  sin que la entidad demandada le hubiera resulto la misma, por lo tanto, la condena a dichos intereses moratorios es viable, a partir del día siguiente a dicho vencimiento, esto es, a partir del 11 de febrero de la presente anualidad.

5. De la excepción de Prescripción.
Respecto a la excepción de prescripción oportunamente propuesta por la entidad demandada, habrá de decirse que la misma NO está llamada a prosperar, toda vez que el término trienal de prescripción según el artículo 151 del C.P.L., se cuenta a partir de la fecha en que la obligación se hace exigible, esto es, desde la fecha de estructuración de la invalidez, que en el presente caso lo fue el 06 de marzo de 2007, de manera que si la solicitud administrativa del respetivo derecho se hizo por parte del demandante ante el Instituto de Seguros Sociales el 10 de octubre de 2008, aquella tuvo la virtud de interrumpir el término prescriptivo para contarse nuevamente a partir de esa fecha, que a su vez fue interrumpido con la presentación de la demanda que se hizo el 14 de noviembre de 2008 (folio 15). 

6. Conclusión:

Así las cosas, habrá que revocarse la decisión de primer grado y en su lugar disponer que el Instituto de Seguros Sociales reconozca a favor del demandante la pensión de invalidez a que tiene derecho a partir del 06 de marzo de 2007.
En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, Administrando Justicia en nombre de la República  y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E:
PRIMERO.- REVOCAR la sentencia proferida el 12 de junio de 2009, por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ORDINARIO LABORAL instaurado por ANTONIO ZULUAGA GARZÓN contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.
SEGUNDO.- En consecuencia, CONDENAR al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES al reconocimiento y pago a favor del señor ANTONIO ZULUAGA GARZÓN, de la pensión de invalidez a partir del 06 de marzo de 2007, incluyendo las mesadas adicionales de junio y diciembre y los reajustes legales anuales a que haya lugar.
TERCERO.- CONDENAR al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES al reconocimiento y pago de los intereses moratorios consagrados en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia, a partir del 10 de febrero de 2009.
CUARTO.- No se declara probada la excepción de prescripción propuestas por la entidad accionada, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa de este proveído.
QUINTO.- CONDENAR en costas en primera y en segunda instancia al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES a favor de ANA ALICIA PÉREZ DE MARTÍNEZ. Por Secretaría liquídense.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE 

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

(Impedido)

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria

� Corte Constitucional. Sentencia del 1° de julio de 2009. M.P. Dr. Mauricio González Cuervo.


� Sentencia del 2 de septiembre de 2008. Rad. 32.765. M.P. Dr. EDUARDO LÓPEZ VILLEGAS.


� Al respecto véase la sentencia del 4 de diciembre de 2006 radicado 28893.


� Entendiéndose por tal la Ley 100 de 1993 con sus modificaciones. 


� M.P. Francisco Javier Tamayo Tabares. Rad. 2008-00559. Dte: María Donelia Arias





